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 Desahucio…. se tiene que cuando el 
legislador comercial consagró que el 
derecho a la renovación del contrato de 
local comercial desaparecía en los casos 
previstos en los numerales 2º y 3º el 
artículo 518, no exigió como lo entendió 
el a quo que el desahucio estuviese 
acompañado de la prueba de las 
circunstancias allí previstas, mucho 
menos para calificar su ausencia como 
actitud desleal o deshonesta del 
arrendador y/o del propietario de local. 
Es que no puede desconocerse que 
elementales derechos probatorios 
enseñan que los hechos futuros están 
exentos de prueba, a los que se suma 
que como se previó, en el proyecto inicial 
de 1958, que fue retomado al expedir el 
C. de Comercio, que cualquier posibilidad 
de fraude a la ley creando situaciones 
ficticias, como no iniciar las obras en este 
caso, otorgaba el derecho del 
arrendatario a reclamar la indemnización 
de perjuicios a cargo del propietario. Así 
lo consagra el artículo 522 de esa 
codificación… 
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Procede el Tribunal a resolver el recurso de apelación interpuesto 

por la apoderado judicial de la parte demandante, en contra de la 

sentencia anticipada emitida por el Juzgado Primero Civil del 

Circuito de Oralidad de Medellín el 24 de marzo de 2021, dentro 

del proceso verbal de restitución de inmueble arrendado 

instaurado por la Sociedad Alberto Álvarez S. S.A., representada 

legalmente por Aura María Muñoz Amaya, como arrendadora; y 

las sociedades propietarias del mismo inmueble Distritex S.A.S., y 

Serna Duque S.A.S., en contra de Mary Jacqueline Rausch 

Restrepo y Max Joseph Rausch Leibensperger, y la sociedad 

Inversiones Rausch Restrepo S.A en Liquidación, en calidad de 

arrendatarias. 

 
I. ANTECEDENTES 

 
 
2. La sociedad Alberto Álvarez S. S.A., representada legalmente 

por Aura María Muñoz Amaya, como arrendadora; y las 

sociedades propietarias del mismo inmueble Distritex S.A.S., y 

Serna Duque S.A.S., a través de apoderada judicial presentan 

demanda declarativa con pretensión de restitución de inmueble en 

contra de Mary Jacqueline Rausch Restrepo y Max Joseph 

Rausch Leibensperger, y la sociedad Inversiones Rausch 

Restrepo S.A en Liquidación, en calidad de arrendatarias,  cuyas 

pretensiones se encaminan a las siguientes declaraciones: 

 

“PRIMERA: Se decrete que la terminación del contrato de 

arrendamiento actualmente vigente entre la sociedad arrendadora 
sociedad ALBERTO ALVAREZ S S.A., con domicilio principal la ciudad 
de Medellín, representada legalmente por la señora AURA MARIA 
MUÑOZ AMAYA, mayor de edad y vecina de Medellín, y los 
Arrendatarios, los señores MARY JACQUELINE RAUSCH 
RESTREPO, MAX JOSEPH RAUSCH LEIBENSPERGER, mayores de 
edad, vecinos de Medellín, y la sociedad INVERSIONES RAUSCH 
RESTREPO S.A .EN LIQUIDACION-, cuyo domicilio es Medellín, 
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representada legalmente por el liquidador señor MAX JOSEPH 
RAUSCH LEIBENSPERGER, o por quien haga sus (sic), sobre el 
inmueble ubicado en la CARRERA 53 No. 47-41 de la ciudad de 
Medellín, cuyos linderos son: Por el oriente con la carrera 53, por el 
occidente con muro medianero que lo separa del inmueble de la calle 
48 No. 53- 17; por el norte con la calle 48 y por el sur con muro 
medianero que lo separa del inmueble de la carrera 53 No. 47-39 de 
Medellín, debidamente descritos y alinderados en el hecho primero de 
este libelo, debido a que operó la causal legal contenida en el numeral 
3 del art 518 del C.Co : “Cuando el inmueble deba ser reconstruido o 
reparado con obras necesarias que no puedan ejecutarse sin la 
entrega o desocupación, o demolido por su estado de ruina o para la 
construcción de una obra nueva”, en virtud de la solicitud de restitución 
de inmueble efectuada oportunamente por la arrendadora y las 
propietarias del inmueble.  
 
“SEGUNDA: Como consecuencia de la terminación, se ordene la 
inmediata restitución del inmueble a su arrendadora y, en caso de no 
hacerlo voluntariamente, se comisione a las autoridades competentes a 
fin que efectúen la entrega forzada del inmueble respectivo…” 
 
 

2. Como supuesto fáctico de las pretensiones se tienen los 

siguientes: 

 
a) Se dice en la demanda que la sociedad Alberto Álvarez S. y 

Cía. Ltda., hoy Alberto Álvarez S. S.A. celebró con Mary 

Jacqueline Rausch Restrepo, Max Joseph Rausch Leibensperger, 

y la sociedad Inversiones Rausch Restrepo Ltda., (¿hoy 

inversiones Rausch Restrepo S.A. “en liquidación” el contrato de 

arrendamiento a que se refiere la pretensión primera de la 

demanda.  

 

b) Como propietarias actuales del inmueble arrendado, el cual 

hace parte de un edificio de mayor extensión denominado 

“Carimar”, se encuentran las sociedades Distritex S.A.S. y Serna 

Duque S.A.S, de las cuales se dice en la demanda coadyuvan a la 

arrendadora en su condición de propietarias. 
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c) Narra la demanda que el contrato de arrendamiento fue 

suscrito por las partes referidas y en las calidades citadas, con un 

término de duración inicial de doce (12) meses, contados a partir 

del día 1 de junio de 1991 y con un canon inicial de $450.000,00 

mensuales; el contrato se ha estado renovando por períodos de 

doce (12) meses, ocurriendo la última renovación expresa, para el 

período 1 de junio de 2015 al 30 de mayo de 2016, y el último 

canon vigente la suma $9.500.000 más el respectivo IVA del 19% 

por tratarse de un local con destinación comercial y los 

propietarios del inmueble se encuentran obligados a su recaudo 

por pertenecer al régimen común. 

 

d) Aducen los demandantes que las partes pactaron que el bien 

inmueble objeto del contrato de arrendamiento se destinaría para 

Agencia y venta de calzado y confecciones, conforme la cláusula 

tercera del contrato de arrendamiento. 

 

f) En virtud a que las sociedades propietarias del local comercial 

objeto del contrato de arrendamiento, Distritex S.A.S y Serna 

Duque S.A.S, realizarían en el edificio en que está ubicado el local 

comercial un reordenamiento arquitectónico, la repotenciación, 

adecuación constructiva, adecuación a las condiciones normativas 

y técnicas vigentes, para su óptimo funcionamiento, lo que no era 

posible realizar con el bien ocupado, solicitaron ante la Curaduría 

Urbana Primera de Medellín mediante el trámite No. 05001-1- 17-

0398, el otorgamiento de licencia de construcción, la cual fue 

concedida y para ello se expidió por parte de este ente, la 

Resolución C1- 1447 de agosto 22 de 2017. 
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g)  Relata la demanda que la arrendadora en conjunto con las 

sociedades propietarias del bien, informaron a las arrendatarias 

de la solicitud de trámite de licencia de construcción y remitieron 

desde el 16 de junio de 2016, un preaviso requiriendo a las 

arrendatarias la restitución de local comercial para el día 30 de 

mayo de 2017, fecha de vencimiento de la última prórroga del 

contrato de arrendamiento, invocando la causal de terminación del 

contrato de arrendamiento para locales comerciales contemplada 

en el numeral 3 del art 518 del C. de Co: “Cuando el inmueble 

deba ser reconstruido o reparado con obras necesarias que no 

puedan ejecutarse sin la entrega o desocupación, o demolido por 

su estado de ruina o para la construcción de una obra nueva”  

 

h) Que en virtud de la negativa por parte de las arrendatarias a 

efectuar la restitución del inmueble, y teniendo en cuenta que ya 

se encuentra vencido el término de la prórroga del contrato por 

expiración de la misma el día 30 de mayo de 2016, del que 

refieren habían solicitado oportunamente la restitución del 

inmueble, realizando en los términos legales el correspondiente 

preaviso o desahucio, se hace indispensable la presentación y 

trámite del presente proceso de restitución, para que judicialmente 

se ordene la entrega del inmueble a las arrendatarias. 

 

3. Oportunamente los convocados, a través de apoderado judicial, 

dieron respuesta a la demanda indicando no ser cierto que no se 

hubiere dado la renovación del contrato de arrendamiento durante 

el período comprendido entre el 1 de Junio de 2016 y el 30 de 

mayo de 2017, pues señalan que el desahucio por la causal 

invocada debió de hacerse una vez concedida la licencia de 

construcción; haciendo referencia que para el momento del 
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desahucio por la causal invocada, el reordenamiento 

arquitectónico era apenas un proyecto que no contaba con las 

autorizaciones legales, pues la licencia fue concedida 22 de 

agosto de 2017, dentro de una nueva vigencia del contrato; 

refiriendo que si bien es cierto que el aviso les fue entregado, hay 

que tener por cierto que para esa fecha la arrendadora y/o 

propietarios de los inmuebles no gozaban de las autorizaciones 

legales para el caso, pues que éstas sólo operaron a partir del día 

22 de agosto de 2017, cuando ya estaba operando la renovación 

automática del período Mayo 31 de 2017 a Junio 1 de 2018. 

 

Formularon los siguientes medios exceptivos: 

 

Falta de requisito legal del contrato de arrendamiento 

suscrito por las partes.  Señalaron que, conforme el artículo 384 

del Código General del Proceso, el único documento suscrito por 

los demandados en original brilla por su ausencia en el proceso, 

así como tampoco obra diligencia de interrogatorio anticipado de 

parte donde conste la exigencia del contrato. 

 

Inexistencia de la licencia de construcción.  Se echa de menos 

dicha licencia para invocar la causal que dio lugar al desahucio, 

toda vez que dicho procedimiento se hizo en el mes de junio de 

2016, cuando no existía la licencia de construcción contenida en 

la Resolución CL1447 de agosto 22 de 2017, fecha en la cual el 

contrato estaba renovado automáticamente entre el día 31 de 

mayo de 2017 y junio 1 de 2018, lapso donde se debió de haber 

surtido el correspondiente desahucio. 
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II. SENTENCIA APELADA 

 

El Juzgado Primero Civil del Circuito de Oralidad de Medellín 

profirió sentencia anticipada el 24 de marzo de 2021, justificando 

su proferimiento en que de la actuación cumplida se encontró  que 

la sentencia perfectamente podría estar basada en la prueba 

documental que ya obra en el expediente, concluyendo que no se 

hacía necesaria la práctica de otras pruebas, como tampoco 

había más pruebas por practicar, y que por dicha razón se 

imponía la aplicación del Artículo 278 del Código General del 

Proceso, sentencia que negó las súplicas de la demanda y 

condenó en costas a la parte demandante. Tuvo el fallador como 

argumento para llegar a dicha decisión, los siguientes 

planteamientos: 

 

“… Para el caso y en consonancia con lo ya expuesto debe decirse que 
el adquirente de ese local comercial, como aquí sucedió, se precipitó al 
no tener configurada a su favor en el momento en que invocó la 
excepción o salvedad para impedir la renovación del contrato porque, a 
decir verdad, no actúa de buena fe o por lo menos con el decoro que la 
norma transmite como requisito.  
 
No resulta ser una práctica que se ajuste a los mandatos de 
honestidad, confianza, honorabilidad, lealtad y sinceridad que rige a los 
comerciantes en sus actuaciones, realizar un desahucio injustificado 
porque en su momento carezca de la LICENCIA ADMINISTRATIVA si 
se está exigiendo entrega del local al comerciante que tiene derecho a 
la renovación del contrato bajo la simple apreciación de que se aspira a 
obtener la LICENCIA que justifica su proceder, durante el término 
pendiente de seis meses que la ley otorga al arrendatario después de 
que se le requiere, cuando es posible que así no ocurra y el 
requerimiento de restitución que se hizo al arrendatario y que bien 
puede beneficiar a ese propietario que recientemente adquirió el 
inmueble, injustamente entraría a perjudicar al arrendatario, lo que se 
traduce en un desahucio sin fundamento que bien puede estar 
burlando lo que la ley señala o, en otras palabras, contraindicando que 
efectivamente se requería el inmueble para esos efectos así logre 
demostrarse posteriormente lo contrario. 
 
 La razón o el motivo del desahucio, en el momento en que se haga en 
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tales circunstancias quedaría demostrado que en realidad no existe en 
el momento adecuado o que es indebido por defectuoso, por no 
consultar el espíritu de la norma, prueba de lo cual en este caso brota 
ya que como bien lo señaló la parte demandada se realizó el aviso, sin 
discusión, el día 16 de Junio de 2016 (ver folios 32 a 34) y solo se 
justificó mediante resolución C1-1447 del 22 de Agosto de 2017 (ver 
folios 50 y 51) cuando había operado el derecho a la renovación por un 
período más que iría hasta el 30 de Mayo de 2018, con lo que se 
concluye que el contrato de arrendamiento por la causal que impide 
renovación del mismo no está terminado y que por ello no es posible 
entrar a ordenar la restitución del local comercial arrendado, la que, 
entre otras cosas, tampoco resulta posible que se haga a favor del 
arrendador como se vino pretendiendo, por las razones que se 
explicarán a continuación que tienen que ver con los efectos de la 
interferencia que al propietario autoriza la ley con relación al contrato 
de arrendamiento del que no es parte.  
 
(…)  
 
En este caso aparece claro que el convencimiento que al suscrito juez 
se ha proporcionado por la parte actora es el que le permite conocer 
que el desahucio que se le hizo a los arrendatarios estaba revestido de 
una prueba que solo a posteriori (posteriormente) se supo que para su 
momento no se evidenciaba ni se podía evidenciar que pudiera ser 
reconstruido, reparado o demolido frente a las exigencias de la 
administración municipal cual fue el motivo que se entregó a los 
arrendatarios sin que a ciencia cierta se encontrara establecido, esto 
es, sin que estuviese concretado como IMPEDIMENTO para que 
operara su DERECHO adquirido a la RENOVACIÓN y esto también es 
suficiente para determinar que no existe en debida forma el requisito 
que la ley exige para demandar la declaratoria de terminación del 
contrato de arrendamiento de local comercial, aparte de que se les 
reseñó a los arrendatarios ese requerimiento como CAUSAL DE 
TERMINACIÓN DE CONTRATO, como causal de restitución del 
inmueble arrendado, cuando de lo que se trata es de una excepción o 
salvedad al derecho a la renovación, base para pedir que se declare 
que el contrato está terminado. 
 
 Además, por sabido está que en nuestra legislación positiva impera un 
principio afianzado en el derecho, como es el de la obligatoriedad del 
contrato legalmente celebrado, en campos que no están gobernados 
por las leyes que miren al orden público, como son las llamadas 
imperativas, porque en efecto y con base en la autonomía de la 
voluntad y la libertad contractual, el contrato legalmente celebrado es 
ley para las partes, pues el legislador ha otorgado a las personas la 
facultad de crear reglas a las cuales quedan sujetos obligatoriamente al 
igual que si se tratara de ordenamientos legales, reglas a las que 
aquellas no pueden sustraerse si no es por su mismo mutuo 
consentimiento o cuando por decreto judicial, fundado en precisos 
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motivos legales se llegue a invalidar la convención, a lo que no es 
posible acceder en este caso ya que precisamente la labor del juez 
debe estar orientada, también, a impedir, remediar y sancionar los 
actos contrarios a la dignidad de la justicia, lealtad, probidad y buena fe 
que deben observarse en el proceso, lo mismo que toda tentativa de 
fraude procesal…” 
 

III. LA IMPUGNACIÓN 

 

Inconforme con la decisión fue recurrida por la apoderada judicial 

de la parte actora, exponiendo sus reproches así: 

 

(i) El legitimado para accionar este tipo de procesos es el 

propietario del predio pretendido en restitución. La demanda se 

instauró por la arrendadora Alberto Álvarez S. S.A. y, las 

sociedades Distritex S.A.S. y Serna Duque S.A.S. como 

propietarias. La integración de la parte demandante en los 

términos indicados permite concluir que se buscaba incluir a las 

partes del contrato de arrendamiento, única forma de darlo por 

terminado, entendiendo que constituyen un litisconsorcio 

necesario. 

 

Los propietarios, interesados en la terminación del contrato, para 

poder acceder a su propiedad y, a su vez como mandantes de la 

arrendadora, hacen parte del proceso, ratificando que la 

pretendida restitución del predio es porque la requieren para las 

labores enunciadas en el desahucio hecho con la antelación legal. 

 

Refiere, que mantener la posición del a quo llevaría a la ilógica 

situación, de que el contrato de arrendamiento vigente entre 

Alberto Álvarez S. S.A., como arrendadora y, los señores Mary 

Jacqueline Rausch Restrepo, Max Joseph Rausch Leibensperger 

y la sociedad Inversiones Rausch Restrepo S. A. en Liquidación, 
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continuaría rigiendo solo para la arrendadora, no así para los 

arrendatarios, para quienes este termina, por una acción judicial 

impetrada por quien no es su arrendador. Simultáneamente el 

contrato "terminaría" para las sociedades Distritex S.A.S. y Serna 

Duque S.A.S., aunque no hacen parte de este. 

 

(ii) El   desahucio no es una causal de terminación del contrato de 

arrendamiento, sino que impide su renovación a prórroga. Refiere 

la recurrente que se omitió temporalmente el significado literal de 

las palabras o frases terminación, no renovación o  no  prórroga,  

desconociendo  los  efectos prácticos que estas producen en el 

contrato de arrendamiento, llegando a la conclusión que todas 

tres derivan en que el contrato se extingue, deja de tener vigencia,  

porque  se  presentó  una  de  las tantas formas tipificadas para  

su terminación y/o porque no se renovó y/o porque no se 

prorrogó. Cesado el contrato de arrendamiento, cualquiera haya 

sido la causal o forma legal para ello, la arrendadora recibe el 

predio, por ser quien lo entregó a los arrendatarios y, estos, están 

obligados a devolverlo a la arrendadora, de quien lo recibieron 

cuando comenzó el contrato. Es lo que regula el artículo 1973 del 

Código Civil cuando define el contrato de arrendamiento, como un 

contrato en que las dos partes se obligan recíprocamente, Ia una 

a conceder el goce de una cosa (...) y la otra a pagar por este 

goce (... ) un precio determinado". Complementado por el artículo 

1982 No. 1, que fija como una obligación a cargo del arrendador 

"a entregar al arrendatario Ia cosa arrendada". Y finalmente, por el 

artículo 2006, que regula la forma en que el arrendatario cumple 

con su obligación de restituir la cosa arrendada, "La restitución de 

la cosa raíz se verificara desocupándola enteramente, poniéndola 

a disposición del arrendador y entregándole las Ilaves si tuviere la 
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cosa”. La causal invocada por la arrendadora, coadyuvada y 

ratificada por los propietarios, busca terminar el contrato porque 

no procede el derecho de renovación y/o prórroga automática que 

asiste a los arrendatarios, para de esta forma obtener la 

devolución del predio. 

 

(iii) El desahucio que se haga con la antelación legal debe estar 

acompañada de la “licencia administrativa”, so pena que la 

conducta amerite ser calificada con una significative cantidad de 

adjetivos “no se ajusta a la honestidad, confianza, honorabilidad, 

lealtad y sinceridad". Indicó que  en la sentencia se habían hecho 

las afirmaciones tales como:  "...el cual puede  servir  para  definir  

la  duración  del  contrato  de arrendamiento, para casos como 

este no debe provenir del arrendador o al menos no de este como 

exigencia legal": "...contrato bajo la simple apreciación de que se 

aspira a obtener la LICENCIA que justifica su proceder..." 

“...cuando es posible que así no ocurra injustamente entraría a 

perjudicar al arrendatario, lo que se traduce en un desahucio sin 

fundamento que bien puede estar burlando la ley...”  "...en otras 

palabras, contraindicando que efectivamente requería el inmueble 

para esos efectos así logre demostrarse posteriormente lo 

contrario" “porque es el quien esté interesado en la supuesta 

reconstrucción o reparación del bien...". Esas expresiones, dijo la 

impugnante, demuestran que el a quo, basado en supuestos, en 

posibilidades, traducciones hipotéticas, deriva en la adjetivación 

tan profusa en que se adentra para calificar la conducta de los 

mandantes. Pero, es más entendiendo que el juez se esté 

separando de la línea jurisprudencial que radica en cabeza del 

arrendador la legitimidad de esta acción y que no exige el tener 

todo listo o al menos la "LICENCIA' para iniciar las obras, que 
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considera un proceder bastante erróneo y no valido, buscar 

justificar esa separación a través de suposiciones, 

complementadas con esa serie de adjetivos. 

 

Refiere, que más interesante y sustancial habría sido leer en la 

decisión, las razones para desconocer normas positivas vigentes, 

claras, expresas y aplicables en un escenario, donde el "grande 

vacío normativo" lo obligó a acudir al estatuto civil, pero no, optó 

por suponer y adjetivar para concluir en la decisión que se 

impugna. Esta argumentación también llevó a que el a quo no 

informara el porqué, si fueran ciertas sus suposiciones, 

posibilidades que ello no ocurra, lo dispuesto en el artículo 522 del 

Código de Comercio, que otorga al propietario tres meses para 

iniciar las obras, ninguna aplicación tenía para solucionarlas si 

resultaran ciertas. 

 

El requisito de la licencia, que se consideró "sustancial" y 

"necesario" luego de su inexplicable cantidad de adjetivos contra 

lo que él considera es la conducta de los accionantes, por haber 

acreditado la licencia de construcción con fecha de agosto de 

2017, no es exigido por la ley civil o comercial. Lo único exigible 

para el desahucio es que se haga con seis  (6) meses de 

antelación por parte del arrendador y, que dentro de los tres (3) 

meses siguientes a Ia entrega del predio, el propietario inicie las 

obras, lo que, de no ocurrir, legitima al arrendatario para iniciar las 

acciones judiciales necesarias para el resarcimiento de los 

perjuicios. En esto el legislador y la jurisprudencia entienden que 

los trámites judiciales de estos procesos y, administrativos para el 

otorgamiento las licencias, exigen que el requisito de Ia 

"LICENCIA", del que se queja el a quo, no sea necesario en el 
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momento de realizar el desahucio. Es que estas se otorgan por 

tiempos limitados, previo un engorroso trámite, que en el caso de 

Ia licencia C1-1447 de agosto 22 de 2017 y fue solicitada en 

marzo 8 del mismo año, se otorgó por dos (2) años, prorrogables 

solo por un periodo adicional de doce (12) meses, es decir, para 

hoy marzo de 2021 la licencia venció y, corresponde iniciar un 

nuevo tramite, sin que ello signifique los accionantes no estén 

actuando con honestidad, confianza, honorabilidad, lealtad y 

sinceridad. Por lo anterior, dice que tampoco es cierto, que por 

haber iniciado el trámite en marzo de 2017 y, no antes de mayo 

de 2016, cuando se realizó el desahucio, el contrato se haya 

renovado o prorrogado, consecuencia inexistente de un requisito 

igualmente inexistente. 

 

Los anteriores argumentos fueron reiterados en la oportunidad 

procesal para sustentar la impugnación en esta instancia.  

 

IV. CONSIDERACIONES 

 

1. Como tarea liminar en la técnica del fallo, compete al juez el 

ocuparse de la constatación de la estructuración de lo que en 

doctrina se conoce como presupuestos procesales porqué en 

ellos estriba la validez jurídica de la relación jurídica procesal. 

Significa lo anterior que, en presencia de algún defecto de los 

tales presupuestos, se impone o bien un mero despacho formal o 

bien, la anulación de la actuación. De acuerdo con la doctrina los 

presupuestos procesales, no son otros que la demanda en forma, 

la competencia del juez, la capacidad de las partes y la 

legitimación procesal o aptitud de las partes, bien por sí, ora a 

través de vocero judicial para el ejercicio de “ius postulandi”; los 
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anteriores presupuestos se reúnen a cabalidad en el plenario. En 

cuanto a las condiciones materiales para fallo de mérito, 

reducidas a la legitimación en la causa e interés para obrar como 

meras afirmaciones de índole procesal resultan aceptables en 

principio para el impulso del proceso.  

 

2. Había señalado la Sala de Casación Civil en sentencia de 

septiembre 29 de 1978, con ponencia del Dr. José María Esguerra 

Samper que:  

 

Algunos de los preceptos del Código de Comercio referentes al 
arrendamiento de locales comerciales, concretamente los artículos 
518, 520, 521, 522 Y 524, fueron acusados de inexequibles, lo que 
brindó a la Sala Plena de la Corte la oportunidad de analizarlos y de 
comentarlos en su sentencia del 20 de noviembre de 1971 (CXXXVITI, 
páginas 482 y siguientes).  
 
Dijo la Corte en ese fallo: "La regulación por el Código de Comercio de 
los contratos de arrendamiento de locales ocupados por comerciantes, 
tiene sus antecedentes y explicaciones en el primitivo proyecto 
presentado por el Gobierno al Congreso en el año de 1958 y en el 
articulado correspondiente. Los textos que ahora se cuestionan son, 
con muy pocas variaciones, los mismos que se propusieron entonces 
sobre la materia.  La exposición de motivos, que, como se verá, invoca 
para concluir aquella normación, altos conceptos de interés social y de 
justicia distributiva entre arrendador y comerciante-inquilino, son en lo 
pertinente, de este tenor:  
 
" '9ª Aspecto muy importante ... es el relativo a la regulación de los 
arrendamientos de locales comerciales. La comisión considera que el 
concepto romano de la propiedad ha evolucionado considerablemente 
y ha perdido parte de su rigidez individualista, para recibir también el 
benéfico choque de las realidades sociales, que han humanizado el 
derecho moderno y que han dado una fecunda virtualidad a los 
principios del enriquecimiento sin causa y del abuso de los derechos'.  
 
"  . .. La comisión, siguiendo muy de cerca el decreto francés de 1953 
ha propuesto, como parte integrante de su proyecto, una serie de 
preceptos destinados a regular las relaciones entre los propietarios y 
los arrendatarios de los locales ocupados con establecimientos de 
comercio'.  
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" 'La segunda idea fundamental que desarrolla el proyecto es la de que 
hay un interés general comprometido en la subsistencia de toda 
empresa industrial o comercial, porque el trabajo estable y organizado 
es siempre mucho más productivo y ventajoso para un país que el 
trabajo simplemente ocasional ... '''.  
 
En la exposición de motivos cuyos apartes continúa transcribiendo la 
sentencia que se comenta, se dice que" la comisión prevé un sistema 
de protección del derecho del arrendatario" en el que sobresalen los 
aspectos que en seguida se resumen:  
 
a) Derecho a la renovación del contrato de arrendamiento cuando éste 
ha tenido una duración no inferior a dos años (artículo 33 del proyecto 
y 518 del Código de Comercio). "Con la aclaración muy importante de 
que no se trata del derecho a una prórroga del contrato el que va a 
seguir rigiendo sino uno nuevo, que puede acordarse o celebrarse con 
sujeción a las circunstancias, especialmente en cuanto a precio y 
condiciones de utilización de la cosa arrendada” ; 
 
 b) "Derecho del arrendador a negarse a la renovación del contrato, en 
todos los casos. Pero obligación para éste de pagar los perjuicios que 
ocasione al arrendatario, si no hay un motivo que justifique su conducta 
(artículo 33). Para esto se fijan precisamente como causas justas para 
no acceder a la renovación del contrato: ... 2º, que, el arrendador 
necesite los locales por las razones y para los fines que se indican 
expresamente en el proyecto, como.,. para sus propios negocios ... En 
todos estos casos el propietario no está, pues, obligado a indemnizar 
perjuicio alguno si se niega a renovar el contrato ... ";  
c) "... ........” 
 ch) "Para evitar, desde luego, que se haga fraude a la ley mediante 
situaciones ficticias, se prevé que si se priva al inquilino de un local por 
cualquiera de las causales segunda, tercera y cuarta que se indican en 
el artículo 33 (artículo 518 del Código de Comercio) y de hecho no se 
inician las obras o no se da a los locales el destino para el cual se 
hayan reclamado, habrá lugar a la indemnización de perjuicios" 
(Proyecto del Código de Comercio -Ministerio de Justicia julio de 1958). 
  
Concretamente en cuanto al artículo 522 de cuya aplicación indebida 
se acusa al Tribunal, en la sentencia atrás mencionada dijo la Corte lo 
siguiente: "El artículo 522 contempla las indemnizaciones que deberá 
pagar el propietario en caso de no dar a los locales el destino invocado 
para lograr su desocupación ... y a la manera de justipreciarlos. Son 
preceptos consecuenciales de los anteriores (se refiere a los artículos 
25, 518, 520 y 521), hacen un todo. Si en los primeros campea una 
prevalencia del interés social en muchos aspectos; si en otros, por 
razones el equilibrio en las relaciones jurídicas de los contratantes, se 
otorgan ciertos derechos al arrendatario, resulta obvio que la 
normación del Código de Comercio, en este punto previera las 
consecuencias de su violación y la manera de hacerla efectiva. Por. lo 
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demás, al tomar en cuenta los elementos del perjuicio para efectos de 
la indemnización, los textos responden a la técnica sobre la materia, se 
arreglan a lo propuesto' en la exposición de motivos transcrita, y no 
implican' quebranto alguno de la Constitución".  
 
Tanto las anteriores consideraciones de la exposición de motivos del 
proyecto de Código de Comercio como las de la Sala Plena de la Corte 
en sentencia atrás citada, constituyen antecedentes muy valiosos por 
el aspecto filosófico jurídico para resolver la cuestión sub judice. 
 
El artículo 518 del Código de Comercio establece en favor del 
comerciante arrendatario que haya ocupado el local durante dos años 
por lo menos el derecho a la renovación del contrato, derecho éste 
cuyo alcance quedó precisado en líneas anteriores. Dispone también 
ese texto legal que el mencionado derecho desaparece en los 
siguientes casos:  
 
" 1º Cuando el arrendatario haya incumplido el contrato;  
"2º Cuando el propietario necesite los inmuebles para su propia 
habitación o para un establecimiento suyo destinado a una empresa 
sustancialmente distinta a la que tuviere el arrendatario, y  
“'3º Cuando el inmueble debe ser reconstruido, o reparado con obras 
necesarias que no puedan ejecutarse sin la entrega o desocupación, o 
demolido por su estado de ruina para la construcción de una obra 
nueva' '.  
 
A su turno, el artículo 520 exige que en los casos previstos en los 
numerales 2º y 3º que se acaban de transcribir, el propietario" 
desahuciará al arrendatario con no menos de seis meses de 
anticipación a la fecha de terminación del contrato, so pena de que 
éste se considere renovado en las mismas condiciones y por el mismo 
término del contrato inicial." salvo que" el inmueble sea ocupado o 
demolido por orden de autoridad competente”.  
 
“En todos estos casos -dice la comisión- el propietario no está, pues, 
obligado a indemnizar perjuicio alguno si se niega a renovar el 
contrato". A menos, agrega la Corte, que se presente alguno de los 
eventos que indica el artículo 522.  
 
El artículo 522 impone al propietario del local de comercio que no le dé 
el destino para el cual desahució al arrendatario, la obligación de 
indemnizar a éste de los perjuicios que haya sufrido con motivo de la 
desocupación y entrega de dicho local, así como también, cuando en 
ese mismo caso lo arriende a un tercero o lo utilice (' para 
establecimiento «de comercio en que se desarrollen actividades 
similares a las que tenía el arrendatario'".  
 
De lo anterior, se concluye sin lugar a la menor duda que cuando 
ocurre la situación contemplada en el numeral 2º del artículo 518, el 
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arrendatario comerciante que habría tenido derecho a la renovación del 
contrato, está legitimado par. demandar la indemnización si en las 
condiciones expuestas se vio en la necesidad de desocupar el local en 
que tenía su establecimiento de comercio y que el deudor de tal 
indemnización es el propietario que transgredió lo dispuesto en el 
artículo 522. Ese mismo texto indica en su segundo inciso los factores 
que se pueden incluir en la estimación de los perjuicios, los que, desde 
luego, deben ser ciertos, es decir, que verdaderamente se hayan 
cansado al arrendatario. La fijación del monto respectivo debe hacerse 
con intervención de peritos como lo dispone el mismo texto legal. 
 
 Lo que se deja expuesto conduce a concluir que esa obligación de 
indemnizar' de que se está hablando, no tiene como fuente la 
responsabilidad por culpa. aquiliana. de que trata el Título XXXIV del 
Libro IV del Código Civil, sino la ley que la consagra; de consiguiente, 
es del todo ajena al factor culpa esencial en aquéllo; aunque como lo 
expresó la comisión que elaboró el proyecto del Código de Comercio; 
el fundamento ético de tal responsabilidad se apoya simultáneamente 
en los fenómenos jurídicos del abuso del derecho y del enriquecimiento 
sin causa. De esta responsabilidad sólo se libera el deudor de la 
'indemnización si se demuestra que un acontecimiento imprevisible e 
irresistible le impidió utilizar el local para su propio negocio o para. 
iniciar oportunamente las obras tendientes a reconstruirlo, repararlo, 
demolerlo o construir una edificación nueva, según el caso. Es el efecto 
liberatorio de la fuerza mayor y el caso fortuito para todo tipo de 
responsabilidad, sobre la base de que no se hayan producido por culpa 
del deudor.  
 
Como se desprende también de los artículos 518 y 522 del Código de 
Comercio para todos los efectos que en ellos se indican, se requiere 
que el arrendatario sea comerciante (el artículo primeramente citado lo 
denomina “empresario”) y que haya ocupado el local objeto del 
arrendamiento no menos de dos años consecutivos "con un mismo 
establecimiento de comercio".  
 
  

3. Aplicando los anteriores prolegómenos al caso concreto se 

tiene que cuando el legislador comercial consagró que el derecho 

a la renovación del contrato de local comercial desaparecía en los 

casos previstos en los numerales 2º y 3º el artículo 518, no exigió 

como lo entendió el a quo que el desahucio estuviese 

acompañado de la prueba de las circunstancias allí previstas, 

mucho menos para calificar su ausencia como actitud desleal o 

deshonesta del arrendador y/o del propietario de local. 
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 Es que no puede desconocerse que elementales criterios 

probatorios enseñan que los hechos futuros están exentos de 

prueba, a los que se suma que como se previó, en el proyecto 

inicial de 1958, que fue retomado al expedir el C. de Comercio, 

que cualquier posibilidad de fraude a la ley creando situaciones 

ficticias, como no iniciar las obras en este caso, otorgaba el 

derecho del arrendatario a reclamar la indemnización de perjuicios 

a cargo del propietario. Así lo consagra el artículo 522 de esa 

codificación: 

“Si el propietario no da a los locales el destino indicado o no da 
principio a las obras dentro de los tres meses siguientes a la fecha de 
la entrega, deberá indemnizar al arrendatario los perjuicios causados, 
según estimación de peritos. Igual indemnización deberá pagarle si en 
esos mismos casos arrienda los locales, o los utiliza para 
establecimientos de comercio en que se desarrollen actividades 
similares a las que tenía el arrendatario. 

En la estimación de los perjuicios se incluirán, además del lucro 
cesante sufrido por el comerciante, los gastos indispensables para la 
nueva instalación, las indemnizaciones de los trabajadores despedidos 
con ocasión de la clausura o traslado del establecimiento y el valor 
actual de las mejoras necesarias y útiles que hubiere hecho en los 
locales entregados. 

El inmueble respectivo quedará especialmente afecto al pago de la 
indemnización, y la correspondiente demanda deberá ser inscrita como 
se previene para las que versan sobre el dominio de inmuebles”. 

 

4. Lo anterior para precisar que si algún control debe efectuar el 

juzgador en procesos de este jaez es que se haya efectuado el 

desahucio por quienes deben hacerlo y con no menos de 6 meses 

de anticipación a la fecha de terminación del contrato, so pena de 

que se considere renovado o prorrogado en las mismas 

condiciones y por el mismo término inicial (art. 520 C. de 

Comercio). 
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Esta Sala Especializada en auto del 14 de abril de 1983 con 

ponencia del Magistrado José Fernando Ramírez, señaló: 

 

“El planteamiento…afortunado, desde luego, habrá de sr acogido 

por la Sala no solo porque a través del mismo se supera la 

dificultad práctica que emerge de las normas en comento, sino 

porque la solución consulta principios de honda raigambre 

procesal y de paso se deja incólumes otros de derecho sustancial, 

especialmente aquel que tiene que ver con la relatividad de los 

contrataos. De manera que en esta clase de eventos, arrendador y 

propietario deben converger como parte demandante, previo aviso 

conjunto. Se presenta entre ellos un litis consorcio necesario de 

conformidad con lo establecido por el Artículo 83 del C. de 

Procedimiento Civil. De suerte que no es una simple coadyuvancia 

la que del uno para el otro se da, como algunas veces se ha 

interpretado, sino una clara y precisa intervención litisconsorcial 

de carácter necesario” 

 

Efectivamente, quedó acreditado que el 16 de junio de 2016, la 

agencia inmobiliaria arrendadora y los propietarios del local 

remitieron el desahucio precisando que, por la causal alegada, los 

arrendatarios debían restituir el local el 30 de mayo de 2017, es 

decir, se superó con creces el término mínimo de 6 meses, 

surgiendo para los arrendatarios la obligación de restituir el local 

(fls. 32 a 34 exp. físico; fls. 38 a 40 archivo 1), sin que sobre 

recordar que nunca estuvo en discusión el recibo de la misiva por 

parte de los inquilinos, como que el reproche se dirigió a la 

ausencia de licencia de construcción que acompañare el 

documento contentivo del desahucio. 

 

5. Por manera que se revocará la sentencia recurrida, sin que 

sobre precisar que el hecho generador de la obligación de 
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restitución del inmueble arrendado no fue otro que el 

cumplimiento del término pactado en el contrato, procediendo, en 

consecuencia, y así se ordenará la restitución del bien raíz 

entregado a ese título a los accionados. Dado el resultado del 

recurso costas en ambas instancias a cargo de los demandados. 

 

V. DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto la Sala Cuarta Civil de Decisión del 

Tribunal Superior de Medellín, administrando justicia en nombre 

de la República y por autoridad de la ley,  

 

REVOCA la sentencia anticipada proferida el 24 de marzo de 

2021 por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Oralidad de 

Medellín, y en su lugar dispone: De conformidad con lo expuesto 

en la parte motiva y por haber terminado el contrato de 

arrendamiento de que da cuenta la demanda el 30 de mayo de 

2017, se ordena a los arrendatarios a restituir a los demandantes 

el local comercial ubicado en la carrera 53 No. 47-41 de la ciudad 

de Medellín, cuyos linderos son: Por el oriente con la carrera 53, 

por el occidente con muro medianero que lo separa del inmueble 

de la calle 48 No. 53- 17; por el norte con la calle 48 y por el sur 

con muro medianero que lo separa del inmueble de la carrera 53 

No. 47-39 de Medellín. 

 

Dado el resultado del recurso, costas en ambas instancias a cargo 

de la parte demandada. 

 

Proyecto discutido y aprobado en sesión Nro. 05 del presente mes 

 

Siguen firmas… 
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Continúan firmas radicado 05001 31 03 001 2018 00456 01 

 

 

NOTIFÍQUESE 

 

 
 

JUAN CARLOS SOSA LONDOÑO 
Magistrado 
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